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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Dictámenes correspondientes a la Duodécima Sesión del Segundo Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

 13 de Octubre del año 2015.

Dictámenes de Reforma Constitucional:

A.- Primera lectura de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del Artículo 8 y modificar el contenido del párrafo segundo del Artículo 173, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputado que la suscriben, para garantizar el interés superior de la niñez.
B.- Segunda lectura, discusión, y en su caso aprobación de un Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información, relativo a una Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila. 

C.- Segunda lectura, discusión, y en su caso aprobación de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Dip. Martha Garay Cadena, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila. 
D.- Lectura de un Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, relativo a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar un segundo párrafo al Artículo 97 y modificar el contenido de la fracción segunda del Artículo 158-P, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, mediante la cual se propone establecer estímulos fiscales a grupos vulnerables.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una  Iniciativa con Proyecto de Decreto para adicionar un nuevo contenido a la fracción XIII, recorriendo la actual a la fracción XIV que se crea, del Artículo 4 de la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Lariza Montiel Luis, del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.
B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y No Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Protección a la Maternidad del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, sobre actualización del nombre de dependencias y leyes.
C.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto  por la que se crea la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.
D.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto  que crea la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, del Partido Nueva Alianza; conjuntamente con los Diputados Leonel Contreras Pámanes y Sergio Garza Castillo, de las Fracciones Parlamentarias “Manuel Muñoz Olivares” e “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”.

E.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción VI del Artículo 4, y se adiciona el Artículo 7 Bis, a la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 2 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto para modificar el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y modificar  el contenido del párrafo segundo del artículo 173  de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Yolanda Olga Acuña Contreras, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En la Constitución General, el Artículo Cuarto reproduce este derecho (Interés Superior del Niño) bajo la redacción que se lee:

Artículo 4o....

.....

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez....

Este concepto: el interés superior del niño ha sido materia de largos e interminables debates entre organizaciones, autoridades, poderes legislativos, expertos y juzgadores. 

El motivo es simple: la complejidad que suele entrañar y la comprensión de sus alcances en el ámbito práctico de su aplicación. 

En general, en su conceptualización más sencilla, se define como el deber de todo estado, autoridad y servidor público en lo particular, de hacer todo a su alcance para garantizar los derechos de los menores, pero no sólo los que entendemos como derechos básicos; como lo puede ser la alimentación, la educación, la salud, el esparcimiento, y el acceso a la justicia; si no que se refiere al abanico más amplio de prerrogativas y derechos que se le puedan reconocer a los niños; esto incluye derechos como el de participación activa en la sociedad, el de acceso a la información, el derecho a ser escuchado en procesos judiciales o administrativos, el derecho a un ambiente libre de violencia, el derecho a no ser agredido en forma alguna en la escuela, el derecho a tener una familia, el derecho a contar con bienes (bajo ciertas reglas y límites), el derecho al nombre y a la identidad, y un amplio espectro de garantías que las autoridades que adoptan legislativa y administrativamente el “interés superior del niño”, deben brindar y asegurar a los menores.

Corroboran lo antes señalado, los siguientes criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Décima Época; Registro: 2006593; Instancia:
Primera Sala.


Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I; Tesis: 1a./J. 44/2014 (10a.)


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU CONFIGURACIÓN COMO CONCEPTO JURÍDICO INDETERMINADO Y CRITERIOS PARA SU APLICACIÓN A CASOS CONCRETOS.

Resulta ya un lugar común señalar que la configuración del interés superior del menor, como concepto jurídico indeterminado, dificulta notablemente su aplicación. Así, a juicio de esta Primera Sala, es necesario encontrar criterios para averiguar, racionalmente, en qué consiste el interés del menor y paralelamente determinarlo en concreto en los casos correspondientes. Es posible señalar que todo concepto indeterminado cabe estructurarlo en varias zonas. Una primera zona de certeza positiva, que contiene el presupuesto necesario o la condición inicial mínima. Una segunda zona de certeza negativa, a partir de la cual nos hallamos fuera del concepto indeterminado. En tercer y último lugar la denominada zona intermedia, más amplia por su ambigüedad e incertidumbre, donde cabe tomar varias decisiones. En la zona intermedia, para determinar cuál es el interés del menor y obtener un juicio de valor, es necesario precisar los hechos y las circunstancias que lo envuelven. En esta zona podemos observar cómo el interés del menor no es siempre el mismo, ni siquiera con carácter general para todos los hijos, pues éste varía en función de las circunstancias personales y familiares. Además, dicha zona se amplía cuando pasamos -en la indeterminación del concepto- del plano jurídico al cultural. Por lo anterior, es claro que el derecho positivo no puede precisar con exactitud los límites del interés superior del menor para cada supuesto de hecho planteado. Son los tribunales quienes han de determinarlo moviéndose en esa "zona intermedia", haciendo uso de valores o criterios racionales. En este sentido, es posible señalar como criterios relevantes para la determinación en concreto del interés del menor en todos aquellos casos en que esté de por medio la situación familiar de un menor, los siguientes: a) se deben satisfacer, por el medio más idóneo, las necesidades materiales básicas o vitales del menor, y las de tipo espiritual, afectivas y educacionales; b) se deberá atender a los deseos, sentimientos y opiniones del menor, siempre que sean compatibles con lo anterior e interpretados de acuerdo con su personal madurez o discernimiento; y c) se debe mantener, si es posible, el statu quo material y espiritual del menor y atender a la incidencia que toda alteración del mismo pueda tener en su personalidad y para su futuro. Asimismo, es necesario advertir que para valorar el interés del menor, muchas veces se impone un estudio comparativo y en ocasiones beligerante entre varios intereses en conflicto, por lo que el juez tendrá que examinar las circunstancias específicas de cada caso para poder llegar a una solución estable, justa y equitativa especialmente para el menor, cuyos intereses deben primar frente a los demás que puedan entrar en juego, procurando la concordancia e interpretación de las normas jurídicas en la línea de favorecer al menor, principio consagrado en el artículo 4o. constitucional.

Décima Época; Instancia: Primera Sala.



Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I
Tesis: 1a./J. 18/2014 (10a.); Página: 406

INTERÉS SUPERIOR DEL NIÑO. FUNCIÓN EN EL ÁMBITO JURISDICCIONAL.


En el ámbito jurisdiccional, el interés superior del niño es un principio orientador de la actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que tenga que aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda afectar los intereses de algún menor. Este principio ordena la realización de una interpretación sistemática que, para darle sentido a la norma en cuestión, tome en cuenta los deberes de protección de los menores y los derechos especiales de éstos previstos en la Constitución, tratados internacionales y leyes de protección de la niñez. Cuando se trata de medidas legislativas o administrativas que afecten derechos de los menores, el interés superior del niño demanda de los órganos jurisdiccionales la realización de un escrutinio mucho más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida en cuestión.

Décima Época; Primera Sala; Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro IX, Junio de 2012, Tomo 1.



Tesis: 1a. CXXII/2012 (10a.)


Página: 260


INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU FUNCIÓN NORMATIVA COMO PRINCIPIO JURÍDICO PROTECTOR.



La función del interés superior del menor como principio jurídico protector, es constituirse en una obligación para las autoridades estatales y con ello asegurar la efectividad de los derechos subjetivos de los menores, es decir, implica una prescripción de carácter imperativo, cuyo contenido es la satisfacción de todos los derechos del menor para potencializar el paradigma de la "protección integral". Ahora bien, desde esta dimensión, el interés superior del menor, enfocado al deber estatal, se actualiza cuando en la normativa jurídica se reconocen expresamente el cúmulo de derechos y se dispone el mandato de efectivizarlos, y actualizado el supuesto jurídico para alcanzar la función de aquel principio, surge una serie de deberes que las autoridades estatales tienen que atender, entre los cuales se encuentra analizar, caso por caso, si ante situaciones conflictivas donde existan otros intereses de terceros que no tienen el rango de derechos deben privilegiarse determinados derechos de los menores o cuando en el caso se traten de contraponer éstos contra los de otras personas; el alcance del interés superior del menor deberá fijarse según las circunstancias particulares del caso y no podrá implicar la exclusión de los derechos de terceros. En este mismo sentido, dicha dimensión conlleva el reconocimiento de un "núcleo duro de derechos", esto es, aquellos derechos que no admiten restricción alguna y, por tanto, constituyen un límite infranqueable que alcanza, particularmente, al legislador; dentro de éstos se ubican el derecho a la vida, a la nacionalidad y a la identidad, a la libertad de pensamiento y de conciencia, a la salud, a la educación, a un nivel de vida adecuado, a realizar actividades propias de la edad (recreativas, culturales, etcétera) y a las garantías del derecho penal y procesal penal; además, el interés superior del menor como principio garantista, también implica la obligación de priorizar las políticas públicas destinadas a garantizar el "núcleo duro" de los derechos.

Revisamos las Constituciones de otros estados, que decidieron incorporar dicho concepto en sus constituciones, en concreto: 

El Estado de Baja California en su artículo 8º, fracción VI de su Constitución Política.

El Estado de Nuevo León en el párrafo tercero del artículo 3º de la Constitución local.

El Estado de Guerrero en la fracción X del artículo 5º de su Ley Suprema local.

El Estado de Durango en el artículo 34de la Constitución estatal.

Sólo por citar algunas entidades federativas que incorporaron este concepto en sus constituciones.

En este orden de ideas, consideramos oportuno y necesario que hagamos lo mismo en nuestra Constitución Política, para incorporar desde la misma toda la protección a que tienen derecho las niñas y niños y la obligación del estado de garantizar estos derechos.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia, coincidimos con la necesidad de garantizar en nuestra Constitución Política del Estado, el interés superior de nuestra niñez.

El principio del interés superior del niño o niña, entendido como un conjunto de acciones y procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así  como las condiciones materiales que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar posible.

Lo anterior nos indica, que el interés superior de las niñas y los niños, debe de ser una prioridad tanto para sociedad como para el gobierno, quienes deben de realizar el máximo esfuerzo para construir condiciones favorables a fin de que las niñas y los niños puedan vivir y desplegar sus potencialidades. Esto implica, la ejecución de políticas públicas dirigidas a proteger a la niñez, por ello es procedente que se reconozca en nuestra normatividad jurídica estatal, el cúmulo de derechos y prerrogativas, incorporando este concepto en nuestra Constitución Política del Estado  de Coahuila de Zaragoza.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se  modifica el contenido del párrafo tercero del artículo 8 y se modifica el segundo párrafo del artículo 173de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

Artículo 8º. Párrafos primero y segundo……

En el Estado de Coahuila de Zaragoza la protección y garantía de los derechos humanos reconocidos a favor de niños y niñas estará a cargo de una Procuraduría y del Sistema Estatal para la Garantía de los Derechos Humanos de Niños y Niñas que establecerá los mecanismos de coordinación y participación de los poderes públicos del estado y de los municipios, de los organismos públicos autónomos y la sociedad civil en los términos que determine la ley, a fin de garantizar  el interés superior de la niñez. 

…………….  

Artículo 173. Párrafo primero….

Los menores tienen derecho a una vida sana, a la salud, a la alimentación, a la educación, a la cultura, a la recreación, a la preparación para el trabajo y a llevar una vida digna en el seno de la familia; así como a todos los derechos que la Constitución General, los Tratados Internacionales suscritos por México y los previstos en esta Constitución les confieren. El Estado, los municipios, los  poderes legislativo y judicial y demás autoridades realizarán todas las acciones legislativas, reglamentarias, administrativas y judiciales para garantizar el uso y goce de estos derechos a las niñas y niños en Coahuila, sin menoscabo de lo dispuesto por el artículo 8º de esta Constitución.

…………….

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- Este decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de Octubre de 2015.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES Y JUSTICIA
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 09 del mes de junio del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información, Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa en la siguiente:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

En Sesión celebrada el pasado 19 de agosto de 2015, se informó de  una Iniciativa de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Lic. Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza y el Consejero Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, Jesús Homero Flores Mier.

La referida Iniciativa fue turnada para su análisis a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información, y la misma se basa entre otras, en las siguientes consideraciones:

“El 7 de febrero de 2014, entró en vigor la reforma a la Constitución Federal, principalmente del artículo 6 apartado A, denominada “Reforma en Materia de Transparencia”, misma que  representó un progreso en la unificación y homologación nacional de criterios, principios y bases en materia de derecho a la información, transparencia y acceso a la información, de protección de datos personales y archivos.

A partir de dicha fecha, el derecho a la información ha sido uno de los temas más destacados, se ha impulsado la inclusión de nuevos sujetos obligados a transparentar en todo el país, se incluyó a sindicatos, partidos políticos y en general a toda persona que realice actos de autoridad, entre muchos otros avances significativos.

Es para resaltar, no obstante este gran paso que se dio en México, que en Coahuila la legislación que se encontraba vigente en ese momento ya incluía muchas de las nuevas figuras jurídicas y sujetos obligados que se insertaban en el marco normativo por primera vez en la Constitución Federal. Pero el impulso que permitió que Coahuila tuviera en ese momento un marco que ya cumplía con las expectativas y determinaciones, ahora nacionales, es el mismo que llevó al Ejecutivo del Estado y al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, a centrarse en conquistar las nuevas fronteras que la evolución del derecho a la información exigía por sí mismo.

En un proceso ejemplar, el Ejecutivo del Estado, el ICAI y diversas organizaciones especializadas en la materia, presentaron en mayo del 2014, una nueva ley de transparencia, un ordenamiento que no sólo perseguía cumplir con la reforma constitucional que se había aprobado, también buscaba consolidar las características evolutivas y trascendentes del derecho a la información, impulsando aún más el tema en todo el país, hecho que ocurrió y que no sólo permeó en el territorio nacional, dicha iniciativa, que a la postre se transformó en el marco normativo vigente en el Estado, trascendió fronteras y pronto se estaba hablando de ella en diferentes partes del mundo.

Este marco normativo de avanzada, como lo calificaron diferentes organizaciones y representantes de los sectores públicos y privados, sirvió como derrotero en muchos de los supuestos jurídicos que enmarcan la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

La Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, legislación secundaria y reglamentaria de la señalada reforma en materia de transparencia, es el marco dentro del cual todos los Estados y el Distrito Federal nos debemos de regir. Por ello, y a pesar de que los ajustes y acondicionamientos son mínimos por el mayor grado de detalle que tiene la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza, es preciso acondicionar términos y algunas determinaciones que permitirán a las personas ejercer el derecho a la información en igualdad de circunstancias en todo el país.

El trabajo de adecuación se centró en acondicionar aquellos detalles en los que la Ley General determina un mecanismo diferente dentro de los procedimientos de acceso a la información, y en homologar terminología jurídica y legal que en la práctica del derecho a la información se necesitaba, sin dejar pasar la oportunidad de seguir innovando en algunos aspectos. Es por ello, que por claridad es pertinente señalar los ajustes que forman parte de esta iniciativa.”

En este sentido, y como se señala en las consideraciones antes mencionadas, derivado de la aprobación de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, es necesario llevar a cabo un proceso de armonización de nuestra Legislación local con relación a la federal.

En este sentido, la referida Ley General señala en su artículo 38 que los integrantes del organismo garante se denominarán Comisionados y es obligación de los Congresos de las Entidades Federativas prever dicha circunstancia, incluso en su artículo 3 fracción III establece que se debe entender como Comisionado a cada uno de los integrantes del Pleno del Instituto y de los Organismos garantes de los Estados.

Al respecto, el artículo 59 fracción VII, de la Constitución Política del Estado, establece lo siguiente: 

El derecho a iniciar leyes o decretos compete:

VII. Al instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en todo lo concerniente a su competencia. La iniciativa se presentará por conducto del Consejero Presidente, previo acuerdo del Consejo General.

En ese contexto, resulta pertinente y necesario modificar dicha fracción a efecto de homologar la denominación de Consejero Presidente a Comisionado Presidente, toda vez que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública así lo contempla.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información, estamos convencidos, que como se señala en la exposición de motivos, es necesario homologar la terminología jurídica y legal en la práctica del derecho a la información pública, por ello consideramos necesario y procedente la modificación propuesta de reforma al Artículo 59 fracción VII de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para empatar el término de Consejero Presidente con la denominación de Comisionado Presidente, tal y como se establece en la legislación federal. 
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

DECRETO POR ELQUE SE REFORMA LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción VII del Artículo 59, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 59. ….

I.
a VI.
…..

VII.
Al instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en todo lo concerniente a su competencia. La iniciativa se presentará por conducto del Comisionado Presidente, previo acuerdo del Consejo General.

VIII.
….

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO.- Las presentes modificaciones entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Transparencia y Acceso a la Información de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Coordinador), Dip. Leonel Contreras Pámanes, Dip. Luis Gurza Jaidar, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena, Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de Octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Dip. Martha Garay Cadena, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que con fecha 9 de septiembre del presente año, se acordó en la sesión celebrada por el Pleno del Congreso se turnara a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Dip. Martha Garay Cadena, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, Planteada por la Dip. Martha Garay Cadena, Integrante del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, de la Fracción Parlamentaria  “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza y la Dip. Claudia Elisa Morales Salazar, de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, se basa en la siguiente:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 31 de diciembre de 1994, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el decreto de reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia judicial mediante el cual se incorporaron en su artículo 105, las figuras de controversia constitucional y acción de inconstitucionalidad.

La acción de inconstitucionalidad es un procedimiento que se tramita ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando se considera que una norma general, ya sea ley o tratado internacional, no respeta lo que establece la Constitución Federal; dicha acción tiene por objeto garantizar que la misma sea cumplida (principio de supremacía constitucional) .

En su origen, las acciones de inconstitucionalidad tenían la prohibición expresa que impedía su ejerció en contra de leyes electorales, posteriormente, en las reformas electorales a nuestra Carta Magna publicadas el 22 de agosto de 1996, se eliminó la mencionada excepción y se incluyeron dentro de los supuestos para el ejercicio del citado medio de control constitucional, en el inciso f) de la fracción II del artículo 105, a los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales federales o locales, y a los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Estado que les otorgó el registro.

En ese sentido, mediante el decreto en materia política- electoral, publicado el 10 de febrero de 2014, se reformó el citado inciso f) de la fracción II en relación a las acciones de inconstitucionalidad presentadas por los partidos políticos para quedar como se establece actualmente. 

Así mismo, es conveniente subrayar que acorde a la Carta Magna, así como a la jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  los partidos políticos no tienen legitimación para promover una acción de inconstitucionalidad contra una ley que no sea electoral.

Por otro lado, la Constitución del Estado instituyó la acción de inconstitucionalidad en su artículo 158 mediante las reformas publicadas el 20 de marzo de 2001, en materia de Justicia Constitucional Local, siendo de las primeras entidades en establecer diversos medios de control constitucional, numeral el cual se ha ido transformando en relación a las necesidades sociales.

Bajo ese orden de ideas, el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda, podrán promover en forma abstracta las acciones de inconstitucionalidad local.
Por consiguiente, y con la finalidad de armonizar la Constitución Local con nuestra Ley Suprema, se propone reformar el citado inciso f) con el objeto de que los partidos políticos promuevan acciones de inconstitucionalidad exclusivamente en contra de leyes electorales, tal y como se establece en la Constitución Federal, máxime que estas entidades de interés público son especialistas en materia electoral.
TERCERO.- Efectivamente como se señala en la exposición de motivos de la iniciativa que nos ocupa, en el año de 1996 en nuestra Carta Magna, se eliminó la excepción y prohibición expresa de interponer acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes electorales, y fue en ese entonces, en que en el Art. 105 de nuestra Carta Magna en el inciso F) se incluyó como ejercicio del citado medio de control constitucional, que los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, podrán interponer este recurso en contra de leyes electorales federales, y a los partidos políticos con registro estatal en contra de leyes expedidas por las legislaturas de los Estados.

En virtud de lo anterior, consideramos necesaria la reforma propuesta al Art. 158 inciso F) Numeral 1 de la Fracción II de la Constitución Política del Estado, con la finalidad de armonizarla con nuestra Ley suprema, en el sentido específico de que los partidos políticos promuevan acciones de inconstitucionalidad en contra de leyes electorales emitidas por la Legislatura del Estado.
Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el inciso f) del numeral 1 de la fracción II del artículo 158, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
Artículo 158. … 
…

…

…

I.
…
1.
a 8. …
…

…

…

1.
a  4. …

II. 
…
…

1.
…
a)
a e) …
f)
Los partidos políticos nacionales y estatales con registro debidamente acreditado ante la autoridad electoral que corresponda, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra de leyes electorales expedidas por el Congreso del Estado.
2.
…
3.
…
a)
a f) …
4.
…
…

…

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de septiembre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a lainiciativa con proyecto de decreto para adicionar un segundo párrafo al Art. 97 y modificar el contenido de la fracción II del Art. 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras del grupo parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazabal” del partido Acción Nacional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que con fecha 7 de mayo del presente año, se acordó en la sesión celebrada por el Pleno del Congreso se turnara a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de decreto para adicionar un segundo párrafo al Art. 97 y modificar el contenido de la fracción II del Art. 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 120 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto para adicionar un segundo párrafo al Art. 97 y modificar el contenido de la fracción II del Art. 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone en materia de derechos humanos, lo que se lee a continuación:

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.
Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Es deber de las autoridades brindar todo el apoyo que sea posible de acuerdo a sus presupuestos a los grupos vulnerables, comprendidos en estos: las personas de capacidades diferentes, los ancianos, los pensionados, las mujeres embarazadas en situación de pobrezas y las niñas y niños que viven en circunstancias difíciles sociales y económicas.

A tal efecto, los legisladores federales y estatales han creado ordenamientos destinados a garantizar los derechos básicos de los grupos vulnerables; entre estos derechos destacan lo que se refieren a recibir beneficios y estímulos fiscales en el pago de diversos impuestos y derechos, incluyendo tarifas de agua potable, transporte público, y descuentos en el acceso a eventos culturales, por mencionar algunos que citaremos más adelante. Los beneficios fiscales o estímulos y los descuentos  en el pago de derechos, así como en las tarifas de los diversos servicios constituyen un apoyo enorme para los grupos vulnerables, y el ser privados de ellos por decisiones discrecionales e injustificadas de las autoridades o de los particulares les generan una enorme afectación en su situación económica y personal.

Las leyes que establecen derechos para los grupos vulnerables pueden dividirse en dos:

A) Las leyes generales o secundarias que son estables y los derechos ahí plasmados son permanentes.

B) Las leyes de ingresos, especialmente las estatales y municipales, que establecen cada año, a voluntad discrecional de los cabildos y de los congresos beneficios fiscales en ciertos rubros como el predial, el agua potable y a veces e otros impuestos y derechos; pero, con notables diferencias en cuanto a las personas que son consideradas para recibir estos beneficios y en relación a los porcentajes aplicables en los descuentos correspondientes, y ejemplificamos: unas contemplan sólo a personas de capacidades diferentes, y adultos mayores, otras contemplan también a los pensionados, y finalmente, unos pocos ordenamientos municipales  y estatales a las mujeres embarazadas en situación de vulnerabilidad económica, así como a las viudas en situación similar.

Al hablar de los grupos vulnerables, es pertinente citar los derechos que desde el ámbito federal fueron establecidos poco a poco, plasmando el legislador en estos ordenamientos la imperiosa necesidad de que no sólo el gobierno federal, sino los estados y municipios concurrieran de manera igual en la observancia de las prerrogativas y garantías establecidas para los grupos vulnerables. Así las cosas, vale la pena citar algunos dispositivos de la LEY DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES de la federación:

Artículo 5o. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley tiene por objeto garantizar a las personas adultas mayores los siguientes derechos:

I. De la integridad, dignidad y preferencia:

a. A una vida con calidad. Es obligación de las Instituciones Públicas, de la comunidad, de la familia y la sociedad, garantizarles el acceso a los programas que tengan por objeto posibilitar el ejercicio de este derecho….

................

VI. De la asistencia social:


a. A ser sujetos de programas de asistencia social en caso de desempleo, discapacidad o pérdida de sus medios de subsistencia….

Artículo 10.- Son objetivos de la Política Nacional sobre personas adultas mayores los siguientes:

………….

XIII. Establecer las bases para la asignación de beneficios sociales, descuentos y exenciones para ese sector de la población, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables…

Ley General para la Inclusión de Personas con Discapacidad:

Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal en materia de esta Ley, las siguientes:

…..

V. Conceder, de conformidad con las disposiciones legales aplicables, estímulos fiscales a personas físicas o morales que realicen acciones a favor de las personas con discapacidad, adecuen sus instalaciones en términos de accesibilidad, o de cualquier otra forma se adhieran a las políticas públicas en la materia, en términos de la legislación aplicable…

En el marco jurídico de Coahuila, tenemos que las leyes del adulto mayor y de las personas de capacidades diferentes contemplan lo siguiente:

LEY DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA 

Artículo 10. De manera enunciativa y no limitativa, esta Ley reconoce y garantiza a las personas adultas mayores, los siguientes derechos:

VI. A la asistencia social, por tanto, se reconoce que tienen derecho a:

8. Ser beneficiario de subsidios y estímulos fiscales en las contribuciones estatales y municipales que apruebe el Congreso del Estado en las Leyes de Ingresos correspondientes y demás ordenamientos legales aplicables.

La Ley para el Desarrollo e Inclusión de Personas con Discapacidad en el Estado de Coahuila de Zaragoza:

Artículo 3°.- La responsabilidad de vigilancia, seguimiento y aplicación de esta ley, estará a cargo de: 

I.
Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado; 

II.
Los organismos públicos autónomos; b

III.
Los ayuntamientos. 

El Ejecutivo coordinará las acciones por conducto del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y Protección de Derechos, quien contará con las siguientes atribuciones: 

……………..

i)
Suscribir convenios con el sector gubernamental y los sectores productivos y empresariales, para que se otorguen descuentos, facilidades económicas o administrativas en la adquisición de bienes y servicios públicos o privados, a las personas con discapacidad o sus familias; 

j)
Promover la armonización de Leyes y Reglamentos a nivel federal, estatal o municipal, respecto de las disposiciones establecidas en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad; 

Finalmente, la Convención para los Derechos de las Personas Con Discapacidad establece:

Artículo 28 

Nivel de vida adecuado y protección social 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad  a un nivel de vida adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye  alimentación, vestido y vivienda adecua dos, y a la mejora continua de sus  condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para salvaguardar y  promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de discapacidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la protección social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas:

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas con su discapacidad

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular  las mujeres y niñas y las  personas mayores con discapacidad, a programas de protección social y estrategias de reducción de la pobreza; 

En este orden de ideas, es de amplio conocimiento que los derechos que se refieren a estímulos fiscales y descuentos en servicios públicos para las personas con discapacidad, adultos mayores, mujeres embarazadas (Ley Para la Protección de la Maternidad en Coahuila), pensionados y otros, no se aplican siempre en todos los ordenamientos de ingresos estatales y municipales; en su caso, se contemplan de forma discrecional, y por montos también discrecionales, incumpliendo las autoridades con las disposiciones de las leyes federales y locales ya señaladas con anterioridad.

En esta tesitura consideramos que el deber de contemplar los beneficios fiscales, estímulos y en su caso los descuentos a favor de los grupos vulnerables, debe quedar plasmado en nuestra Constitución Política para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y darle así la obligatoriedad y el rango que estos beneficios ameritan a favor de los grupos mencionados.

TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, una vez analizada la iniciativa que tiene por objeto el establecer beneficios fiscales y estímulos a favor de los grupos vulnerables de nuestro Estado, no omitimos señalar que la propuesta que se hace en esta iniciativa, amerita se observen los siguientes consideraciones:

Como lo señala el Dr. Jorge Carpizo en su obra “La Reforma Constitucional en México. Procedimiento y Realidad”, las reformas constitucionales se mueven entre la estática y la dinámica de la realidad, puntos entre los que debe buscarse el justo medio. Cierto es, que los preceptos constitucionales no pueden ser volátiles ni fugaces y requieren de un mínimo de fijeza e inalterables, de modo que el orden general que la Constitución ha creado, se mantenga.

La mencionada rigidez de la norma constitucional, tiende a proteger a la misma norma.

Y como señala la ponente, existe leyes ordinarias expedidas por este propio Congreso, que son de carácter general, abstracto, obligatorio y sancionadoras por la fuerza, estas leyes son reglamentarias de los preceptos constitucionales y obligan a su complimiento en todo el territorio del Estado, son creadas por el propio Congreso y la jerarquía de estas leyes ordinarias, está colocada en un rango inmediatamente inferior a la Constitución Política del Estado.

En el caso concreto, quienes dictaminamos consideramos que existen leyes que regulan la materia propuesta por la ponente, como lo son el Código Fiscal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, entre otras, por lo que consideramos que por la jerarquía de las leyes, como ya se ha señalado, no es necesario vulnerar la jerarquía constitucional para los efectos propuestos en esta reforma.

Por lo anterior, esta Comisión que dictamina, considera improcedente la reforma constitucional propuesta y deja a salvo los derechos de la ponente, a efecto de que de considerarlo procedente, presente dicha reforma en algunos de los ordenamientos secundarios correspondientes.

Por las consideraciones que anteceden, esta comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y justicia, considera procedente emitir el siguiente: 

DICTAMEN


ÚNICO.- Se considera improcedente la reforma constitucional al Art. 158-P de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05de Octubre de 2015.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un nuevo contenido a la fracción XIII, recorriendo el actual a la fracción XIV que se crea, del Artículo 4 de la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 27 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un nuevo contenido a la fracción XIII, recorriendo el actual a la fracción XIV que se crea, del Artículo 4 de la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto para adicionar un nuevo contenido a la fracción XIII, recorriendo el actual a la fracción XIV que se crea, del Artículo 4 de la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Lariza Montiel Luis, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Código Nacional de Procedimientos Penales, cuya vigencia se ha implementado de forma paulatina en las entidades federativas; en nuestro caso, comenzando por el distrito judicial de la zona centro, con cabecera en Monclova, Coahuila; establece en materia de delitos en flagrancia lo que se lee a continuación:

Flagrancia y caso urgente

Artículo 146. Supuestos de flagrancia

Se podrá detener a una persona sin orden judicial en caso de flagrancia. Se entiende que hay flagrancia cuando:

I. La persona es detenida en el momento de estar cometiendo un delito, o

II.
Inmediatamente después de cometerlo es detenida, en virtud de que:

a)
Es sorprendida cometiendo el delito y es perseguida material e ininterrumpidamente, o

b)
Cuando la persona sea señalada por la víctima u ofendido, algún testigo presencial de los hechos o quien hubiere intervenido con ella en la comisión del delito y cuando tenga en su poder instrumentos, objetos, productos del delito o se cuente con información o indicios que hagan presumir fundadamente que intervino en el mismo.

Para los efectos de la fracción II, inciso b), de este precepto, se considera que la persona ha sido detenida en flagrancia por señalamiento, siempre y cuando, inmediatamente después de cometer el delito no se haya interrumpido su búsqueda o localización.

Artículo 147. Detención en caso de flagrancia

Cualquier persona podrá detener a otra en la comisión de un delito flagrante, debiendo entregar inmediatamente al detenido a la autoridad más próxima y ésta con la misma prontitud al Ministerio Público.

Los cuerpos de seguridad pública estarán obligados a detener a quienes cometan un delito flagrante y realizarán el registro de la detención.

La inspección realizada por los cuerpos de seguridad al imputado deberá conducirse conforme a los lineamientos establecidos para tal efecto en el presente Código.

En este caso o cuando reciban de cualquier persona o autoridad a una persona detenida, deberán ponerla de inmediato ante el Ministerio Público, quien realizará el registro de la hora a la cual lo están poniendo a disposición.

Artículo 148. Detención en flagrancia por delitos que requieran querella

Cuando se detenga a una persona por un hecho que pudiera constituir un delito que requiera querella de la parte ofendida, será informado inmediatamente quien pueda presentarla. Se le concederá para tal efecto un plazo razonable, de acuerdo con las circunstancias del caso, que en ningún supuesto podrá ser mayor de doce horas, contadas a partir de que la víctima u ofendido fue notificado o de veinticuatro horas a partir de su detención en caso de que no fuera posible su localización. Si transcurridos estos plazos no se presenta la querella, el detenido será puesto en libertad de inmediato.

En caso de que la víctima u ofendido tenga imposibilidad física de presentar su querella, se agotará el plazo legal de detención del imputado. En este caso serán los parientes por consanguinidad hasta el tercer grado o por afinidad en primer grado, quienes podrán legitimar la querella, con independencia de que la víctima u ofendido la ratifique o no con posterioridad.

Artículo 149. Verificación de flagrancia del Ministerio Público

En los casos de flagrancia, el Ministerio Público deberá examinar las condiciones en las que se realizó la detención inmediatamente después de que la persona sea puesta a su disposición. Si la detención no fue realizada conforme a lo previsto en la Constitución y en este Código, dispondrá la libertad inmediata de la persona y, en su caso, velará por la aplicación de las sanciones disciplinarias o penales que correspondan.

Así también, durante el plazo de retención el Ministerio Público analizará la necesidad de dicha medida y realizará los actos de investigación que considere necesarios para, en su caso, ejercer la acción penal….

Este Código, que deberá estarse aplicando en todo el país de forma completa a más tardar el 18 de junio del año 2016; y, establece en el artículo tercero transitorio lo siguiente:

……………….Cuerpos especializados de Policía

La Federación y las entidades federativas a la entrada en vigor del presente ordenamiento, deberán contar con cuerpos especializados de Policía con capacidades para procesar la escena del hecho probablemente delictivo, hasta en tanto se capacite a todos los cuerpos de Policía para realizar tales funciones.

En relación a lo señalado, resulta oportuno citar algunos extractos del documento llamado “CONFERENCIA NACIONAL DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA PROGRAMA INTEGRAL DE CAPACITACIÓN EN EL SISTEMA DE JUSTICIA ACUSATORIO PARA INSTITUCIONES DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA. Aprobado mediante acuerdo CNPJ/XXXI/10/2014, en la XXXI Asamblea Plenaria de la CNPJ. Mérida, Yucatán, 28, 29 y 30 de mayo de 2014.  

Inicio de cita textual“…..PROGRAMA DE CAPACITACIÓN EN EL SISTEMA DE JUSTICIA ACUSATORIO PARA INSTITUCIONES POLICIALES
…………….acorde a lo dispuesto en los artículos 16 y 21 Constitucional, se pueden establecer al menos dos momentos críticos en la intervención de las policías que no pertenecen a Instituciones de Procuración de Justicia dentro del procedimiento penal acusatorio. El primero relacionado con su participación en detenciones en flagrancia y el segundo como “primer respondiente” en una “escena del crimen”. 

En este sentido, a partir de un programa de capacitación teórico-práctico y teniendo como punto de partida, los conocimientos y habilidades desarrolladas por las policías de las distintas instituciones de seguridad pública, así como los protocolos de actuación, se pretende fortalecer la operación directa y generar esquemas de coordinación dentro del sistema penal acusatorio entre el Ministerio Público y dichas Instituciones. 

 ………………..

Además de los diversos protocolos de actuación, los cuales versarán sobre las siguientes temáticas: 

1. Coordinación entre Ministerio Público e Instituciones Policiales con motivo de su intervención dentro del procedimiento penal acusatorio. 

2. Preservación y procesamiento del lugar de los hechos/hallazgo. 

3. Detención en flagrancia. 

4. Entrevista a víctimas y testigos. 

5. Actos de Investigación a solicitud del Ministerio Público. 

Derivado de lo anterior y con el objetivo de lograr la profesionalización puntual del policía es necesario definir las competencias con base en su perfil, para que a partir de ellas, se determinen los contenidos diferenciados de la capacitación. En este sentido, el punto de partida lo es la función genérica que como obligación se establece en la normatividad procesal aplicable y de las facultades y funciones específicas que dentro de las distintas etapas del procedimiento penal se disponen, para que una vez definidas éstas, se puedan conocer las competencias necesarias y al tenor de ellas los contenidos de la capacitación.

Policía de Instituciones de Seguridad Pública: Es quien dentro del procedimiento penal acusatorio participará como primer respondiente en el lugar de los hechos/hallazgo, en detenciones en flagrancia o, a solicitud del Ministerio Público bajo su mando y conducción. Al respecto las funciones que definen dicho perfil son las siguientes: 

Recibir denuncias e informar al Ministerio Público por cualquier medio y de forma inmediata de las diligencias practicadas.

Recibir denuncias anónimas e inmediatamente hacerlo del conocimiento del Ministerio Público a efecto de que éste dirija la investigación. Realizar detenciones en los casos que autoriza la Constitución, haciendo saber a la persona detenida los derechos que ésta le otorga e informando sin dilación al Ministerio Público.

Inscribir inmediatamente las detenciones en el registro que al efecto establezcan las disposiciones aplicables. Realizar materialmente los actos de investigación que con motivo de su participación como primer respondiente o en detenciones en flagrancia tenga que llevar a cabo. Así como también aquellos que le solicite el Ministerio Público.

Reportar al Ministerio Público los resultados de los actos de investigación realizados. Realizar el registro de todos los actos de investigación y de las actividades realizadas a través del informe o reporte respectivo.

Asegurar y procesar indicios con motivo de su participación como primer respondiente o en detenciones en flagrancia. Preservar el lugar de los hechos y/o del hallazgo.

Realizar todos los actos necesarios para garantizar la integridad de los indicios. Dar aviso a la Policía con capacidades para procesar la escena del hecho.

Entrevistar a las personas que pudieran aportar algún dato o elemento para la investigación con motivo de su participación como primer respondiente o en detenciones en flagrancia.

Proporcionar en su caso atención a víctimas, ofendidos o testigos del delito. Informar a la víctima u ofendido sobre los derechos que en su favor se establecen.

Procurar que víctimas, ofendidos o testigos del delito reciban atención médica y psicológica cuando sea necesaria. Adoptar las medidas que se consideren necesarias en el ámbito de su competencia, tendientes a evitar que se ponga en peligro la integridad física y psicológica de víctimas, ofendidos o testigos del delito.

Acudir a la audiencia de juicio para desahogar ante el tribunal de enjuiciamiento la información recopilada durante la investigación y dar cuenta de las actividades realizadas durante la misma.

Actuar en estricto apego a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución….”Fin de la cita textual.

Como sabemos, en la práctica y hablando de Coahuila, las policías preventivas, tanto la estatal y más aún las municipales, carecen de capacitación eficiente en materia de detenciones en flagrancia; derivando de esto dos fenómenos que, en los hechos, son  de terribles consecuencias:

Por un lado, la actuación arbitraria de algunos cuerpos de policía, así como de los llamados grupos especiales, que arrestan o detienen a ciudadanos sin motivos verdaderos y en forma arbitraria, violando sus derechos humanos y garantías individuales.

Por otro, personas sospechosas de haber cometido un delito, y que, sorprendidas en lo que se entiende por flagrancia, son puestas a disposición del Ministerio Público, pero éste, actuando con estricto apego a la Constitución Federal y a lo que le mandata la Ley Orgánica de Procuración de Justicia y de conformidad a lo establecido en el Código de Procedimientos Penales del Estado (aun aplicable en la mayor parte de la entidad); debe dejarlos en libertad por fallas, vicios o errores en el proceso de detención; por citar algunos:

A) El indebido o inexistente aseguramiento de las evidencias que acrediten el cuerpo del delito.

B) Errores en la cadena de custodia.

C) Informes o partes informativos que son contradictorios o carecen de datos esenciales, así como de circunstancias de tiempo, modo y lugar.

D) Errores en el proceso de detención y aseguramiento, tanto de la persona como de los instrumentos  y objetos que son base para acreditar el cuerpo del delito.

El Programa de Capacitación y Difusión de la Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal, establece entre otros apartados, el que se refiere a la necesaria capacitación de todas las policías preventivas, de choque y de reacción no pertenecientes a las procuradurías de justicia en las atribuciones de sus competencias; especialmente las que se refieren a coadyuvar con las procuradurías y las detenciones en flagrancia, así como su participación dentro de los juicios orales como primer respondiente.

En este orden de ideas, y por la vital labor que realizan las policías preventivas y grupos especiales del estado y municipios previniendo y combatiendo las conductas delictivas; es necesario que posean una adecuada capacitación en el rubor de detenciones en flagrancia.

Revisamos ordenamientos como: La Ley del Sistema de Seguridad del Estado, Ley de la Comisión Estatal de Seguridad, y la Ley Para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza, encontrando que virtualmente no contienen disposiciones encaminadas a capacitar a los cuerpos policiacos ya mencionados en los rubros que detallamos en la presente, especialmente en lo que se refiere a detenciones en flagrancia.

Por ello, consideramos que estamos a tiempo de realizar las adecuaciones que proponemos, a fin de cubrir y resolver este vacío; así como los problemas que genera en la práctica, valorando que es la Ley que se cita en el artículo único, la que debe contener las disposiciones en materia de capacitación a las policías preventivas, por la cercana fecha de la implementación de los juicios orales en todo el estado.
TERCERO.- Quienes aquí dictaminamos, coincidimos con la ponente de esta iniciativa, en la necesidad de adicionar una fracción XIII al Artículo 4 de la Ley para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Lo anterior, de que en virtud  de cómo se señala, las policías preventivas, tanto estatales como municipales, en virtud de la labor que realizan, combatiendo el delito, es necesario que posean una capacitación especializada en el rubro de las detenciones en flagrancia.

Por lo que es necesario, el incorporar una disposición a este ordenamiento, encaminada a establecer la capacitación de los cuerpos policiacos tanto estatales como municipales, en los rubros de detenciones, pero especialmente en lo que se refiere, como se ha señalado en las detenciones en flagrancia de la comisión del delito, y que las mismas sean realizadas conforme a lo dispuesto en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, fortaleciendo con ello los protocolos de actuación de estas policías y el esquema de coordinación de las mismas dentro del nuevo sistema penal acusatorio.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se adiciona un nuevo contenido a la fracción XIII, recorriendo el actual a la fracción XIV que se crea, del Artículo 4 de la Ley Para la Implementación, Seguimiento y Evaluación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio y Oral en el Estado de Coahuila de Zaragoza; para quedar como sigue:

Artículo 4………

I a la XII……

XIII.  La capacitación de los cuerpos de policía preventivos, de reacción y de los grupos especiales del estado y los municipios en los rubros de detenciones en flagrancia, coordinación con el ministerio público y su participación en los procesos acusatorios orales.

XIV. La reorganización del sistema penitenciario en materia de ejecución de penas, con miras a lograr la reinserción social del sentenciado. 

……

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

SEGUNDO.-Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez En la Ciudad de Saltillo, Coahuila, a 05 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y No Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a laIniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,  

R E S U L T A N D O 

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 del mes de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y No Discriminación, Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión con fundamento en los artículos 90, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en la siguiente:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El 24 de octubre de 2008, fue publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila.

El objeto de la citada ley es asegurar la observancia y protección de los derechos de la mujer embarazada, resguardar su salud, la del producto en gestación y la infancia temprana.

En este contexto, de la revisión integral realizada al texto legal objeto de la presente Iniciativa, se advierte que se consignan algunas denominaciones de otras dependencias que no corresponden a las que existen en la actualidad, asimismo, se hacen remisiones a normas de otros ordenamientos jurídicos que actualmente ya no existen, por lo que al revisar su contenido no guardan ninguna relación.

Asimismo, se considera que atendiendo al principio de igualdad que debe existir entre mujeres y hombres, es necesario rediseñar algunas disposiciones legales, ya que lejos de representar el reconocimiento de los derechos de las mujeres, constituyen un verdadero retroceso en detrimento de las mismas.  

En esta tesitura, resulta necesario actualizar algunas disposiciones de la Ley de Protección a la Maternidad estatal, lo anterior con la finalidad de que el referido ordenamiento jurídico no haga referencia a denominaciones inexistentes, ni se encuentre desfasada de la actualidad legal, y de esta manera haya una adecuada terminología que garantice su viabilidad acorde al andamiaje jurídico vigente en Coahuila.  

TERCERO.- Una vez analizada la presente iniciativa, quienes aquí dictaminamos, coincidimos con la necesidad de reformar los Artículos 8, 13, 17, 18 y 22 en el sentido en  que se proponen en la iniciativa, toda vez que efectivamente se consignan algunas denominaciones de otras dependencias que no son a las que corresponden actualmente.

Sin embargo, por lo que se refiere a lo propuesto en el Art.32, consideramos no es procedente, toda vez que su contenido ya se encuentra contemplado actualmente en el Artículo 28 de la misma Ley.

Por las consideraciones que anteceden, estimamos pertinente expedir el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 8, 11, 13 fracción V, 15 fracciones VI y VIII, 17 fracción I párrafo segundo, 18 fracción II, y 22 fracción I, de la Ley de Protección a la Maternidad en el Estado de Coahuila, para quedar como sigue:

LEY DE PROTECCIÓN A LA MATERNIDAD EN EL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPITULO I

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 8.- El Gobierno de Coahuila podrá implementar una Red de Apoyo a Mujeres Embarazadas a través de laSecretaría de las Mujeres y demás entidades estatales y municipales involucradas en la materia. Esta Red tendrá por objeto la participación y corresponsabilidad de la sociedad en la política de protección a la maternidad.

Para tales efectos, laSecretaría de las Mujeres promoverá la participación, tanto de las instituciones públicas, privadas, académicas, empresariales, de cooperación, así como de organizaciones de la sociedad civil para la ejecución de proyectos en esta materia. 

Artículo 11.-LaSecretaría de las Mujeres contará con un Programa Integral de Apoyo a las Mujeres Embarazadas, que establezca líneas de acción y objetivos para lograr el propósito. Este programa deberá definir: 

I. a V.
….

Artículo 13.- Son autoridades responsables de la aplicación de esta ley: 

I.
a IV. ….


V.
LaSecretaría de las Mujeres; 

VI. a VIII. ….


Artículo 15.- Derechos de la mujer embarazada: 

….

I.
a V. ….

VI.
Al acceso a los Centros de Atención a la Mujer, gubernamentales o privados, mismos que conocerán a través de una línea de atención gratuita que implementará laSecretaría de las Mujeres, o bien, a través de la implementación de una página de internet. Por medio de esta línea telefónica o de internet, se proporcionará la información necesaria a las mujeres para hacer efectivos sus derechos. 

VII. …..


VIII.
A obtener incentivos o descuentos fiscales por parte del Gobierno de Coahuila conforme a lo previsto en la Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos del Estado y en otros ordenamientos aplicables.  

 IX. ….

….

Artículo 17.- …

I.
….

Lo previsto en esta fracción, se sujetará en todo momento a lo que prevenga la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y demás disposiciones aplicables.  
II.
…. 

Artículo 18.- ….

I.
… 

II.
Las que reúnan el mérito y la acreditación de los estudios y valoraciones necesarias, tendrán derecho a compurgar la sanción penal en la modalidad de tratamiento en externación; o a través de reclusión domiciliaria mediante el programa de monitoreo electrónico a distancia; de acuerdo a la elección de la sentenciada. Lo anterior, en términos de lo dispuesto por la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 22.- Cuando una mujer embarazada decida que su parto se lleve a cabo haciendo uso de los servicios médicos de las instituciones de internamiento, se estará a las siguientes restricciones. 

I.
En ningún documento oficial se hará inscripción del domicilio del establecimiento de reclusión como lugar de nacimiento. En este caso, se estará a lo dispuesto por el artículo 101 de laLey de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza;
II.
a III. …


….

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. Dip. Irma Leticia Castaño Orozo (Coordinadora), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras, Dip. Martha Hortensia Garay Cadena, Dip. Shamir Fernández Hernández, Dip. Leonel Contreras Pámanes. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y Educación, Cultura y Actividades Cívicas, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 17 de marzo del presente año, se acordó turnar estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas con fundamento en los artículos 90, 97, 116, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto por la que se crea la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa en las siguientes  consideraciones:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Históricamente, la intimidación entre niños en edad escolar no representaba un tema de interés público significativo; sin embargo, en los últimos años, se ha convertido a nivel mundial en un problema de tal magnitud que ha adquirido una importancia relevante dentro de las políticas educativas, ya que afecta innegablemente el clima de convivencia al interior de los centros escolares.

El fenómeno del bullying, expresión anglosajona con la que se conoce internacionalmente al acoso, hostigamiento o intimidación escolar, fue definido por primera vez por el psicólogo sueco Dan Olweus, quien señalaba que “Un estudiante es acosado o victimizado cuando está expuesto de manera repetitiva a acciones negativas por parte de uno o más estudiantes.”

A su vez, en el Primer Informe Nacional sobre Violencia de Género en la Educación Básica de México, realizado por la Secretaría de Educación Pública y el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), publicado en 2009, se describe al bullying como un fenómeno de violencia interpersonal injustificada que ejerce una persona o grupo contras sus semejantes y que tiene efectos de victimización en la persona que lo recibe. 

“Se trata, estructuralmente, de un abuso de poder entre pares”, indica el referido informe en el capítulo titulado Convivencia escolar entre niños y niñas, espacios físicos y violencia escolar, en el que se concluye que en la prevención de la violencia genérica deben intervenir alumnos, maestros y directivos, por lo que se hace evidente la necesidad de concientizar al personal respecto de la importancia de tomar la responsabilidad de formar al alumnado en una cultura de no violencia, con el fin de evitar la naturalización de la misma, involucrando, además, a padres y madres en ese sentido.

Hasta el momento ha sido imposible determinar cifras exactas del bullying, como lo señaló en su oportunidad el Oficial de Educación de UNICEF México; sin embargo, es evidente el incremento de actos violentos entre pares, que involucran agresiones físicas, psicológicas y sexuales, cuyos efectos pueden dañar severamente el estado emocional de los menores. Por ello, es necesario construir políticas públicas que permitan ampliar las posibilidades de denuncia de casos de maltrato infantil, lo que permitirá conocer con precisión su magnitud y dar la atención necesaria a las víctimas de violencia. 

El problema del acoso escolar es de tal gravedad que ya la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión aprobó por unanimidad, el pasado 27 de abril de 2011, un dictamen con proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Educación, en materia de prevención y atención de violencia en las escuelas. En el articulado propuesto se establece que las autoridades deberán implementar acciones para diagnosticar, prevenir, controlar y erradicar el acoso escolar y sus variantes. 

En ese contexto se presenta esta iniciativa de Ley, orientada a generar los elementos que permitan una solución integral al problema del bullying o acoso escolar, y que estimo oportuna para elevar los estándares de la educación en el Estado que deben proveer, adicionalmente a los planes y programas de estudio, instrucción en los temas de nutrición, educación física, educación sobre el VIH-SIDA, prevención de la violencia incluida la de género y la que se registra entre parejas adolescentes, prevención del acoso escolar entre pares y solución de controversias. 

Resulta imperante contar con un marco legal y políticas públicas de educación que prohíban el acoso y la violencia escolar, que además incluyan planes de prevención e intervención en esos casos, tanto en instituciones educativas públicas como privadas. 

Dichos planes deberán basarse en los derechos humanos y, en particular, en el de los educandos a un ambiente libre de violencia, con la correspondiente obligación de éstos de respetar a sus compañeros de clase, y en su diseño debe preverse la participación conjunta de padres de familia y tutores, así como del personal escolar y los alumnos. 

El proyecto sometido a su consideración también parte de la premisa de que es necesario capacitar al personal docente, directivo, de supervisión y administrativo de los servicios educativos de las escuelas públicas y privadas en materia de acoso escolar y solución de controversias, y de que igualmente se requiere contar con personal especializado dentro de cada institución que dé apoyo a las víctimas. En ese mismo sentido, se establecen las bases jurídicas para fincar responsabilidades a los miembros de la comunidad educativa que omitan denunciar el acoso escolar y las represalias, o informar lo conducente a los padres o tutores de los autores, cómplices y víctimas del acoso. 

Asimismo, con la Ley propuesta se establecerán los mecanismos necesarios para erradicar o minimizar el abuso escolar, así como los instrumentos para realizar un diagnóstico especializado de la problemática en la entidad coahuilense, a partir de un sistema de denuncia de violencia escolar coordinada entre las dependencias responsables de la educación, la seguridad pública y salud. 

De igual forma, no es desconocido por quienes presentamos la presente Iniciativa, que ya en pasadas Legislaturas se han planteado algunos instrumentos legislativos en los que se abordan conceptos similares, pero sin embargo no lograron cristalizarse, por lo que en base a todo lo anterior, se propone la creación de la Ley Para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, que consta de 37 artículos agrupados en cuatro Títulos que regulan la convivencia y la solución de controversias en las instituciones educativas estatales públicas y privadas. 

En ese sentido, los ejes fundamentales de la iniciativa se encuentran plasmados en los objetivos siguientes: 

1. Garantizar la integridad física y psicológica de los educandos en un ambiente libre de violencia en las escuelas, en el cual se prevenga el acoso escolar y se canalice para su adecuado tratamiento a los alumnos que sean víctimas o culpables del mismo. 

2. Generar un mecanismo de acopio, manejo y distribución de información sobre la prevención del acoso y la violencia escolares en todos los niveles de educación, de acuerdo con las edades de los educandos. 

3. Capacitar al personal escolar para la prevención e intervención ante situaciones de acoso y violencia escolares. 

4. Promover la participación de padres de familia y tutores junto con el personal escolar y los educandos, en los planes de convivencia, prevención e intervención en los casos de acoso y violencia escolares. 

5. Contar con los instrumentos necesarios para realizar un diagnóstico especializado de la problemática en el Estado de Coahuila, a partir de un sistema de denuncia de violencia escolar en coordinación con las Secretarías de Educación, Seguridad Pública y Salud; y 

6. Propiciar en el ambiente escolar las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera particular, los principios de equidad y no discriminación, la dignidad humana y la paz. 

TERCERO.-Quienes aquí dictaminamos, los integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, coincidimos en la necesidad de expedir la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Lo anterior en virtud de que es necesario un ordenamiento que contenga los elementos que permitan una solución integral al problema del bullyng o acoso escolar, toda vez que efectivamente los actos violentos entre estudiantes, que involucran agresiones físicas, psicológicas y sexuales, son conductas que se observan cotidianamente en los planteles educativos, por lo que es necesario la expedición de una Ley que permita construir políticas públicas que amplíen las posibilidades de denuncia, en los casos de maltrato y dar la atención necesaria a las víctimas de esta violencia, que prohíba el acoso y la violencia escolar además de incluir planes de prevención e intervención en los casos que se presenten tanto en instituciones públicas como privadas de educación.

Por ello, consideramos que esta iniciativa que además contiene la capacitación al personal docente, directivo, de supervisión y administrativo de los servicios educativos en las escuelas públicas y privadas, contando con ello con personal especializado dentro de cada institución que evite la violencia y el acoso escolar y apoye a las víctimas.  

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO


ÚNICO.- Se crea la Ley para la Prevención, Atención y Control del Acoso Escolar para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

LEY PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y CONTROL DEL ACOSO ESCOLAR PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

TÍTULO PRIMERO

Disposiciones Generales

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y tiene por objeto prevenir y erradicar el acoso escolar en las instituciones educativas públicas y privadas del Estado, sobre la base de que un ambiente libre de violencia es fundamental para respetar los derechos humanos, consolidar la democracia y garantizar los principios de equidad y no discriminación, la dignidad humana y la paz entre los educandos. 

Artículo 2. La Secretaría de Educación del Gobierno del Estado incluirá en los planes y programas de estudio temas relacionados a la prevención del acoso escolar entre pares y solución de controversias. 

Artículo 3. Son objetivos de la presente Ley: 

I. Garantizar la integridad física y psicológica de los educandos en un ambiente libre de violencia en las escuelas; 

II. Canalizar, en su caso, para su adecuado tratamiento, a los alumnos que sean víctimas o autores del acoso escolar; 

III. Educar sobre la prevención del acoso escolar en todas sus modalidades, de acuerdo con las edades de los educandos; 

IV. Generar los programas de prevención e intervención ante el acoso escolar, que serán obligatorios en el sistema educativo coahuilense hasta el nivel medio superior; 

V. Capacitar al personal escolar para la prevención e intervención ante casos de acoso escolar; 

VI. Promover la participación social en la instrumentación de políticas para prevenir y minimizar el acoso escolar; 

VII. Crear el Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar; y 

VIII. Propiciar, en el ambiente escolar, el desarrollo de una cultura de protección y de ejercicio de los derechos humanos y, de manera particular, los principios de equidad y no discriminación, la dignidad humana y la paz. 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I. Acoso escolar: Conducta repetitiva e intencional, por cualquier medio, por lo que uno o varios alumnos pretenden intimidar, someter, amedrentar y/o atemorizar, emocional o físicamente, a uno o varios alumnos, dentro de una escuela pública o privada de todos los niveles educativos, con el propósito de: 

a) Causarle daño físico o emocional, o daños a su propiedad; 

b) Colocarlo en una situación de temor razonable de daños a su persona, dignidad o propiedad; 

c) Generarle un ambiente hostil dentro de la escuela; 

d) Violentar sus derechos en la escuela; y 

e) Alterar material y sustancialmente el proceso educativo, así como el funcionamiento pacífico y ordenado de una escuela. 

II. Represalias: Respuesta de castigo, venganza o amenaza en contra de quien reporte casos de acoso escolar, proporcione información durante una investigación, o sea testigo o poseedor de información fiable en algún caso de acoso escolar; 

III. Ambiente hostil: Situación en la que el acoso escolar altera las condiciones de la educación de los estudiantes y crea un ambiente escolar abusivo;

IV. Autor: El alumno que planee, ejecute o participe en el acoso escolar, o en represalias; 

V. Víctima: El alumno contra quien el acoso escolar o las represalias han sido perpetrados; 

VI. Cómplice: El alumno que, sin ser autor, coopere en la ejecución del acoso escolar o en las represalias, mediante actos u omisiones anteriores, simultáneas o posteriores al hecho; 

VII. Escuela: El inmueble en que presta sus servicios una institución educativa pública o privada; 

VIII. Personal escolar: El que sostenga una relación laboral con la institución educativa, que incluye enunciativamente al de carácter directivo, docente, de supervisión, administrativo, de enfermería, cafetería y conserjería; 

IX. Plan de Prevención del Acoso Escolar: El que establece el conjunto de enseñanzas, prácticas y protocolos que, de conformidad con esta Ley, buscan prevenir el acoso escolar; 

X. Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar: El que señala los procedimientos y mecanismos específicos y ordenados para actuar ante casos de acoso escolar; 

XI. Personal capacitado: El que haya sido capacitado por la Secretaría o aquel que posea conocimientos acreditables en materia de prevención e intervención de acoso escolar, así como en el tratamiento de sus consecuencias; 

XII. Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar: La compilación detallada de la incidencia del acoso escolar en el Estado, que realizará la Secretaría; y 

XIII. Secretaría: La Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de Coahuila de Zaragoza. 

CAPÍTULO II

De las Autoridades, Distribución de Competencias y Coordinación

Artículo 5. El Poder Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría, ejercerá sus atribuciones en materia de prevención e intervención ante casos de acoso escolar, de conformidad con la distribución de competencias prevista en esta Ley. 

En las atribuciones que esta Ley otorga para prevenir o intervenir en casos de acoso, podrán colaborar, en su caso, las siguientes dependencias y entidades: la Secretaría de Salud, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, la Secretaría de Gobierno y la Procuraduría General de Justicia del Estado, cuando por la naturaleza o gravedad de los casos de acoso escolar así lo determinen las autoridades escolares y en virtud del Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar. 

Artículo 6. Para los fines de esta Ley se consideran autoridades: 

I. El Titular del Poder Ejecutivo Estatal; 

II. El Titular de la Secretaría y la estructura educativa, así como la Coordinación General de Asuntos Jurídicos a través de la Unidad Especializada de Atención Integral del Acoso Escolar; y 

III. El Director, docentes y demás personal escolar designado por cada institución educativa; 

Artículo 7. El Titular del Poder Ejecutivo Estatal a través de la Secretaría tendrá las atribuciones siguientes: 

I. Establecer y coordinar la política estatal contra el acoso escolar; 

II. Establecer los mecanismos de diagnóstico especializado de los casos de acoso escolar en el Estado; 

III. Suscribir convenios de colaboración en la materia; 

IV. Establecer los mecanismos de denuncia, vigilancia y sanción del acoso escolar; 

V. Fomentar la participación social en la educación, para el diseño e implementación del Plan de Prevención del Acoso Escolar y el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar; 

VI. Vigilar el cumplimiento de las decisiones tomadas para el diseño e implementación del Plan de Prevención del Acoso Escolar y el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar; 

VII. Sancionar al Director de la escuela o al personal de los planteles escolares que incumplan con lo dispuesto en esta Ley y, en su caso, destituir a los directores escolares; 

VIII. Integrar el Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar y garantizar su publicidad en los términos de ley; y 

IX. Elaborar y publicar un informe anual sobre el acoso escolar en el Estado. 

Artículo 8. El Director escolar tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Implementar el Plan de Prevención del Acoso Escolar; 

II. Implementar el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar; 

III. Vigilar el cumplimiento del Plan de Prevención del Acoso Escolar y el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar; 

IV. Promover y verificar la capacitación en materia acoso escolar del personal escolar a su cargo; 

V. Reportar ante la Secretaría actos de acoso escolar en los casos de trascendencia que ameriten una atención integral y la aplicación de las medidas de intervención en el momento en que se presenten; 

VI. Intervenir en la investigación y sanción de los casos de acoso escolar en su plantel; 

VII. Denunciar ante el Ministerio Público actos presuntamente constitutivos de delitos por acoso escolar y, en su caso, designar a cualquier miembro del personal escolar para denunciarlos; 

VIII. Dar parte a la policía local en los casos de especial gravedad de acoso escolar que así lo ameriten y, en su caso, designar a cualquier miembro del personal escolar para hacerlo; 

IX. Notificar por escrito al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia o a la Secretaría de Salud las situaciones en que los alumnosinvolucrados en el caso de acoso escolar requieran de atención adicional a la que la escuela pueda ofrecer; 

X. Notificar a los padres o tutores de las víctimas o autores de los casos de acoso escolar en donde formen parte; 

XI. Autorizar el uso de recursos tecnológicos para la vigilancia e investigación de casos de acoso escolar en cada escuela; 

XII. Designar al personal especializado en su escuela, que recibirá la capacitación de la Secretaría; 

XIII. Aplicar medidas disciplinarias a los autores de acoso escolar y represalias; 

XIV. Sancionar a los cómplices en casos de acoso escolar y represalias; 

XV. Establecer responsabilidades administrativas en caso de incumplimiento del personal escolar a las disposiciones contenidas en esta Ley y dar aviso a la SEDU sobre el personal educativo que incumpla algunas de las disposiciones previstas en esta Ley o que no atiende las indicaciones realizadas por su superior jerárquico para a atención y solución del acoso escolar; y 

XVI. Preparar y presentar a la Secretaría un informe anual sobre acoso escolar. 

TÍTULO SEGUNDO

De la Política Estatal Contra el Acoso Escolar

CAPÍTULO I

De la Prohibición del Acoso Escolar

Artículo 9. Se prohíbe el acoso escolar en las escuelas públicas y privadas del Estado durante los horarios escolares, en actividades patrocinadas o relacionadas con la escuela, funciones o programas, dentro o fuera de la escuela, en los estacionamientos, paradas de autobuses escolares, en los autobuses escolares, vehículos privados, alquilados o utilizados por la escuela, o mediante el uso de la tecnología o de dispositivos electrónicos. 

Se prohíben también las represalias en contra de quien reporte casos de acoso escolar, en contra de quien proporcione información durante una investigación, o de quien sea testigo o poseedor de información fiable en algún caso de acoso escolar. 

CAPÍTULO II

De las Modalidades del Acoso Escolar

Artículo 10. El acoso escolar puede presentarse en las modalidades siguientes: 

I. Físico: Cuando hay una agresión o daño físico a un estudiante o a su propiedad; 

II. Verbal: Cuando hay un daño emocional a un estudiante mediante insultos, desprecios y burlas en público o privado; 

III. Psicológico: Cuando existe intimidación, hostigamiento, chantaje, manipulación o amenaza contra un estudiante; 

IV. Cibernético: El que se realiza mediante el uso de cualquier medio electrónico como internet, páginas web, redes sociales, blogs, correos electrónicos, mensajes, imágenes o videos por teléfono celular, computadoras u otras tecnologías digitales. 

V. Sexual: Toda aquella discriminación y violencia contra otro alumno relacionada con su sexualidad, así como el envío de mensajes, imágenes o videos con contenidos eróticos o pornográficos por medio de tecnologías digitales; y 

VI. Exclusión social: Cuando el estudiante víctima es excluido y aislado, o amenazado con serlo, de la convivencia escolar por razones de discriminación de cualquier tipo. 

CAPÍTULO III

Del Plan de Prevención del Acoso Escolar

Artículo 11. La Secretaría elaborará el Plan de Prevención del Acoso Escolar. Dicho Plan deberá elaborarse con una amplia consulta con autoridades, personal escolar directivo, personal especializado, padres de familia o tutores y educandos, en la que se establezca un período para recibir comentarios públicos. 

Artículo 12. El Plan de Prevención del Acoso Escolar para las escuelas, será de cumplimiento obligatorio y se revisará, evaluará y actualizará cada dos años.

Artículo 13. Son objetivos del Plan de Prevención del Acoso Escolar, los siguientes: 

I. Evitar, prevenir y erradicar el acoso escolar en las escuelas públicas y privadas de Estado; 

II. Integrar a todo el alumnado mejorando las relaciones de convivencia entre todos los miembros de la comunidad educativa, en un ambiente libre de violencia; 

III. Implementar la política estatal contra el acoso escolar; 

IV. Fomentar la participación de estudiantes, personal escolar y autoridades, así como de padres y tutores, en la prevención del acoso escolar; 

V. Informar a la sociedad sobre las formas de prevención del acoso escolar, sus consecuencias y procedimientos de intervención; y 

VI. Fomentar el registro estadístico de los incidentes de acoso escolar y garantizar el acceso a la información. 

Artículo 14. El Plan de Prevención del Acoso Escolar deberá, como mínimo: 

I. Incorporar temas de información, educación y prevención sobre acoso escolar en los planes y programas de estudio; 

II. Generar actividades y cursos para los educandos que faciliten información y fomenten actividades sobre prevención del acoso escolar en las escuelas, de acuerdo con sus edades; 

III. Difundir los derechos y deberes de los estudiantes; 

IV. Servir de apoyo a la reglamentación interna en la materia de convivencia en las escuelas; 

V. Fomentar la convivencia pacífica en las escuelas y el derecho al ambiente libre de violencia de los educandos; 

VI. Proporcionar información sobre solución de controversias; 

VII. Promover la comunicación entre estudiantes, personal escolar, padres de familia y tutores, para prevenir y denunciar el acoso escolar; 

VIII. Establecer la capacitación del personal escolar sobre la prevención de este tipo de acoso; 

IX. Prohibir el acoso escolar y las represalias; 

X. Definir con claridad las conductas que puedan constituir acoso escolar en cualquiera de sus modalidades; y 

XI. Definir puntualmente el procedimiento que los directores escolares deberán seguir ante la presencia de conductas que puedan constituir acoso escolar. 

Artículo 15. La capacitación anual del personal escolar, de conformidad con el Plan de Prevención del Acoso Escolar, puede ser gestionada para el sistema educativo coahuilense. 

CAPÍTULO IV

Del Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar

Artículo 16. La Secretaría elaborará, a través de un proceso amplio de consulta, el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar. El Plan de Intervención será armónico con el Plan de Prevención del Acoso Escolar y deberá consultarse con autoridades, personal escolar directivo, personal especializadoy educandos, durante un período para recibir comentarios públicos. 

Artículo 17. El Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar será de cumplimiento obligatorio y se revisará, evaluará y actualizará cada dos años. 

Artículo 18. El Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar deberá, como mínimo: 

I. Servir como instrumento de respuesta inmediata ante casos de acoso escolar; 

II. Proteger la integridad física y psicológica de los educandos, propiciando un ambiente libre de violencia; 

III. Establecer procedimientos claros para que estudiantes, personal escolar, padres, tutores y otras personas puedan denunciar el acoso escolar o represalias; 

IV. Incluir una disposición para que en las denuncias se garantice el anonimato del denunciante; 

V. Establecer procedimientos claros para investigar con prontitud las denuncias de acoso escolar o represalias; 

VI. Establecer procedimientos claros para restaurar el sentido de seguridad para la víctima y evaluar las necesidades de los estudiantes para su protección; 

VII. Señalar medidas de protección contra represalias a quien reporte casos de acoso escolar o que proporcione información durante una investigación, o bien, que sea testigo o poseedor de información fiable en algún caso de acoso escolar; 

VIII. Fijar procedimientos para la pronta notificación a los padres o tutores de la víctima y el autor; 

IX. Implantar los formatos de reporte del acoso escolar a la Secretaría; 

X. Establecer el formato anual de incidencia; 

XI. Contar con personal capacitado para tratar a las víctimas y autores de acoso escolar, así como sus represalias; y 

XII. Señalar procedimientos de actuación para el personal capacitado de orientación y tratamiento para los autores, las víctimas y los familiares que se encuentren ante casos de acoso escolar.

Artículo 19. La capacitación permanente y de manera anual del personal escolar de conformidad el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar, se gestionará en los términos de esta Ley. 

Artículo 20. Cada Director escolar será responsable de la ejecución y supervisión del Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar. 

Artículo 21. Cualquier miembro del personal escolar deberá informar inmediatamente al Director de la escuela de cualquier caso de acoso escolar o represalia, del cual haya sido testigo o tenga noticia. 

Tras la recepción de dicho informe, el Director de la escuela investigará sin demora y lo registrará en la bitácora escolar. Si el Director de la escuela, o su designado, determina que el acoso escolar o represalias han ocurrido, deberá: 

I. Notificar del hecho a la Secretaría en caso de que requieran una atención especializada; 

II. Notificar a las autoridades competentes si el Director de la escuela o su designado estiman que la gravedad del acoso pueda requerir su intervención; 

III. Tomar las medidas y aplicar las disciplinarias apropiadas, de conformidad con esta Ley y los reglamentos internos de cada escuela previstos en el Reglamento General de Escuelas; 

IV. Informar a los padres o tutores del autor y cómplices; y 

V. Comunicar a los padres o tutores de la víctima, las medidas adoptadas para prevenir o brindar atención especializada de cualquier acto de acoso escolar o represalia. 

Artículo 22. Los padres de familia podrán reportar supletoriamente ante la Secretaría actos de acoso escolar cuando, a su juicio, los directivos de la escuela hayan sido omisos en atender la denuncia. 

Artículo 23. Si un incidente de acoso escolar o represalia involucra a los estudiantes de más de un sector escolar, el Director de la escuela que informó por primera vez de los mismos, notificará inmediatamente a la autoridad competente del otro sector o escuela, de forma que ambos puedan tomar las medidas adecuadas. 

Artículo 24. Las instituciones educativas podrán utilizar recursos tecnológicos para la vigilancia e investigación de casos de acoso escolar. 

Artículo 25. Todas las estrategias y procedimientos de intervención deberán ser con pleno respeto los derechos humanos de los educandos. 

Artículo 26. Quedará prohibido el uso de la fuerza física contra cualquier alumno.

CAPÍTULO V

Del Personal Capacitado

Artículo 27. Los planteles educativos deberán contar con un área que participe en la implementación de los Planes de Prevención e Intervención; estará conformada por uno o varios integrantes de la plantilla académica o administrativa ypodrá gestionar ante la Secretaría la capacitación correspondiente.

Artículo 28. El área de Prevención e Intervención ejercerá una acción de tutela que se encargue de: 

I. Orientar a los educandos conforme a los Planes de Prevención e Intervención; 

II. La formación en los valores y principios protegidos en esta Ley; 

III. La enseñanza sobre la solución de controversias sin violencia; 

IV. El aprendizaje de habilidades sociales para una mejor convivencia; 

V. Concientizar a los educandos sobre la problemática en torno al acoso escolar; y,

VI. Promover la resolución pacífica de conflictos para una sana convivencia escolar.

CAPÍTULO VI

Del Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar

Artículo 29. Se crea el Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar, que compilará con detalle las estadísticas de los casos de acoso escolar que tengan lugar en el Estado y que servirá como base para la elaboración de un informe anual sobre el acoso escolar. 

Artículo 30. El informe anual contendrá, como mínimo, la información relativa a: 

I. La incidencia del acoso escolar y represalias en la entidad, por municipio, por escuela y por grado escolar; 

II. La vigilancia y la implementación de los Planes de Prevención e Intervención en las escuelas;

III. Los casos de acoso escolar y su repercusión en el sector salud y seguridad pública; 

IV. La implementación de sanciones; 

V. En todos los casos, el informe reservará los datos personales de los involucrados en el acoso, de conformidad con las leyes de la materia. 

TÍTULO TERCERO

De la Participación Social y Acceso a la Información

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 31. Cualquier persona tendrá acceso a la información obtenida a través del Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar, de conformidad con las disposiciones de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

La Secretaría garantizará el libre, pleno y permanente acceso a la información contenida en el Registro para el Control del Acoso Escolar y será la responsable de publicarlo en su portal de transparencia y acceso a la información. 

TÍTULO CUARTO

De la Vigilancia y Sanciones

CAPÍTULO I

De las Sanciones para los Autores y Cómplices

Artículo 32. Las sanciones o medidas disciplinarias para los autores, cómplices de acoso escolar o represalias en las modalidades establecidas en esta Ley serán las siguientes: 

I. Amonestación privada: Advertencia verbal y mediante un reporte escrito de manera preventiva que se hace al autor o cómplice sobre las consecuencias de su conducta, y de las medidas aplicables frente a una futura reincidencia; 

II. Tratamiento y/o tratamiento especializado: Obligación del autor o cómplice a dar cumplimiento a las medidas correctivas a que haya lugar; 

III. Suspensión de clases: Cese temporal de asistencia a clases, acompañada de las tareas que, de acuerdo al programa de estudio vigente, deba realizar durante el tiempo que determine el Director escolar de acuerdo al Reglamento correspondiente; y 

IV. Transferencia a otra escuela: Reubicación definitiva de la escuela donde se encuentre el autor o cómplice, cuando hayan sido agotadas las sanciones anteriores y exista reincidencia en su conducta. Se canalizará al Sistema Educativo para su reubicación. 

Artículo 33. Los directores escolares o su designado serán los responsables de aplicar, previa investigación, la sanción correspondiente, respetando el derecho del alumno a ser escuchado por sí o por medio de sus padres. 

Artículo 34. Cuando la gravedad de la conducta de acoso escolar tenga consecuencias penales se procederá conforme al Plan de Intervención, dando parte a la autoridad competente. 

CAPÍTULO II

De las Sanciones para el Personal Escolar

Artículo 35. El personal escolar se hará acreedor a una sanción cuando: 

I. Tolere o consienta el acoso escolar o represalias; 

II. No tome las medidas para prevenir e intervenir en los casos de acoso escolar o represalias; 

III. Utilice la fuerza en contra de algún alumno sin justificación; 

IV. Oculte a los padres o tutores de los autores, cómplices o víctimas, los casos de acoso escolar o represalias; 

V. Proporcione información falsa u oculte información a las autoridades competentes, sobre hechos de violaciones a esta Ley; 

VI. Cometa otra acción u omisión contrarias a este ordenamiento; y

VII. Las previstas en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Artículo 36. Para el personal escolar que incumpla con las disposiciones establecidas en esta Ley se prevén las siguientes sanciones: 

I. Reporte en su expediente personal; 

II. Suspensión en el ejercicio de sus labores docentes o administrativas, hasta por un año, sin goce de sueldo, y sin ser computado para efectos de antigüedad; y 

III. Inhabilitación para desempeñarse en cualquier cargo del personal escolar por un año o más, o en forma definitiva. La Secretaría podrá apercibir de manera privada a la institución educativa que incumpla con las obligaciones de esta Ley, amonestarla públicamente cuando se reincida en el incumplimiento o proceder a su clausura cuando las dos sanciones anteriores hayan sido insuficientes para subsanar el incumplimiento. 

CAPÍTULO III

Del Recurso de Revisión

Artículo 37. En contra de las resoluciones de las autoridades educativas dictadas con fundamento en las disposiciones de esta Ley y demás derivadas de ésta, podrá interponerse el Recurso Administrativo de Revisión previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.


TRANSITORIOS

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado. 

Segundo. La Secretaría de Educación, en coordinación con las Secretarías de Salud y de Gobierno y el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, implementará el Registro Estatal para el Control del Acoso Escolar, dentro de los noventa días naturales posteriores al inicio de vigencia de la presente Ley. 

Tercero. El Plan de Prevención del Acoso Escolar y el Plan de Intervención en Casos de Acoso Escolar deberán ser publicados en la Periódico Oficial del Estado, dentro de los ciento veinte días naturales posteriores a la entrada en vigor de esta Ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas  de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Jesús de León Tello (Coordinador), Dip. Ana Isabel Duran Piña.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 05 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, de Educación, Cultura y Actividades Cívicas y de Presupuesto, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una Iniciativa con proyecto de Decreto que crea la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, en representación de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; conjuntamente con los Diputados Leonel Contreras Pámanes, y Sergio Garza Castillo, de las Fracciones Parlamentarias “Manuel Muñoz Olivares” e “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”; y,

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 17 de junio del presente año, se acordó turnar estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, iniciativa con proyecto de Decreto que crea la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, en representación de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; conjuntamente con los Diputados Leonel Contreras Pámanes, y Sergio Garza Castillo, de las Fracciones Parlamentarias “Manuel Muñoz Olivares” e “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”; y,

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas con fundamento en los artículos 90, 97, 116, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto que crea la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez, en representación de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores” del Partido Nueva Alianza; conjuntamente con los Diputados Leonel Contreras Pámanes, y Sergio Garza Castillo, de las Fracciones Parlamentarias “Manuel Muñoz Olivares” e “Hilda Graciela Rivera de Pérez Arreola”, se basa en las siguientes  consideraciones:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Para nosotros la preocupación por la educación es un tema de verdadera importancia, ya que, estamos convencidos que es el pilar fundamental dentro de la sociedad, puesto que se encarga de orientar, ayudar a conservar y fortalecer los valores de cada ser humano, con la finalidad de fortalecer su identidad tanto individual como nacional. La escuela es uno de los lugares en donde el niño o adolescente toma las herramientas necesarias y que mejor convengan a la sociedad de la cual ya es parte, es decir, lo prepara para vivir una vida en plenitud con sus semejantes y con la naturaleza, así mismo, pretende alcanzar una comunidad que proteja, conserve y acreciente los bienes y valores que constituyen nuestra herencia cultural. 

Es importante señalar que estudios científicos han demostrado que las sociedades que invierten menos en educación tienen mayor probabilidad de tener comunidades inestables, violentas con economías débiles y sobre todo con poblaciones lejos de ser competentes, por ello, debemos apoyar a todo aquel niño, adolescente o adulto joven que posea las suficientes ganas de salir adelante en sus estudios. 

La educación en México es un derecho consagrado por la Constitución Federal vigente, la que en su artículo 3° declara textualmente lo siguiente: 

Artículo 3°.- Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado -federación, Estados, Distrito Federal y Municipios-, impartirá educación preescolar, primaria, secundaria y media superior. La educación preescolar, primaria y secundaria conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente, todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. 
I. Garantizada por el artículo 24 la libertad de creencias, dicha educación será laica y, por tanto, se mantendrá por completo ajena a cualquier doctrina religiosa; 

II. El criterio que orientará a esa educación se basará en los resultados del progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios. 

Además: 

a) Será democrático, considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo; 

b) Será nacional, en cuanto -sin hostilidades ni exclusivismos- atenderá a la comprensión de nuestros problemas, al aprovechamiento de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independencia política, al aseguramiento de nuestra independencia económica y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, y 

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la convicción del interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos; 

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo y en la fracción II, el Ejecutivo Federal determinará los planes y programas de estudio de la educación preescolar, primaria, secundaria y normal para toda la República. Para tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la opinión de los gobiernos de las entidades federativas y del Distrito Federal, así como de los diversos sectores sociales involucrados en la educación, en los términos que la ley señale. 

IV. Toda la educación que el Estado imparta será gratuita; 

V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria señaladas en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades educativos -incluyendo la educación inicial y a la educación superior-necesarios para el desarrollo de la nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura. 

VI. Los particulares podrán impartir educación en todos sus tipos y modalidades. En los términos que establezca la ley, el Estado otorgará y retirará el reconocimiento de validez oficial a los estudios que se realicen en planteles particulares. En el caso de la educación preescolar, primaria, secundaria y normal, los particulares deberán: 

a) Impartir la educación con apego a los mismos fines y criterios que establecen el segundo párrafo y la fracción II, así como cumplir los planes y programas a que se refiere la fracción III, y 

b) Obtener previamente, en cada caso, la autorización expresa del poder público, en los términos que establezca la ley; 

VII. Las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de acuerdo con los principios de este artículo, respetando la libertad de cátedra e investigación y de libre examen y discusión de las ideas; determinarán sus planes y programas; fijarán los términos de ingreso, promoción y permanencia de su personal académico; y administrarán su patrimonio. Las relaciones laborales, tanto del personal académico como del administrativo, se normarán por el apartado A del artículo 123 de esta Constitución, en los términos y con las modalidades que establezca la Ley Federal del Trabajo conforme a las características propias de un trabajo especial, de manera que concuerden con la autonomía, la libertad de cátedra e investigación y los fines de las instituciones a que esta fracción se refiere; y 

VIII. El Congreso de la Unión, con el fin de unificar y coordinar la educación en toda la República, expedirá las leyes necesarias, destinadas a distribuir la función social educativa entre la Federación, los Estados y los Municipios, a fijar las aportaciones económicas correspondientes a ese servicio público y a señalar las sanciones aplicables a los funcionarios que no cumplan o no hagan cumplir las disposiciones relativas, lo mismo que a todos aquellos que las infrinjan. 

Del artículo Constitucional transcrito se infiere entre otras cosas, que la educación que en México imparta el Estado debe ser gratuita, laica y obligatoria para todos los habitantes del país, por lo que es un derecho de todo individuo recibir educación, y una obligación correlativa del Estado de impartirla en beneficio de todo habitante del país. 

Por su parte la Ley General de Educación obliga a quienes residen en México a cursar por lo menos los niveles de primaria y secundaria de la educación, y establece que los jefes de familia tienen la responsabilidad de verificar que sus hijos cumplan con este deber. 

Sin lugar a dudas los suscritos estamos convencidos de que invertir en educación fomentando el aprecio a la dignidad humana, la fraternidad, la tolerancia, el respeto a las diferencias, la libertad y la paz, y por ende en valores, es invertir en el más importante instrumento del desarrollo, puesto que se dirige a la formación del capital humano. 

En el orden social la educación no sólo es una garantía más, sino un poderosos y eficaz instrumento para la movilidad social. 

En el orden político la educación cumple una función de permanente consolidación de la Nación, por la vía de los valores y la cultura; hecho este tan relevante que define el perfil y el papel del Estado contemporáneo, que tiene en el derecho de acceso a la educación una de las obligaciones públicas más importantes de nuestro sistema constitucional. 

Sin embargo, es importante considerar, que si bien es una obligación del Estado impartir la educación de manera gratuita, también existe una obligación a cargo de los padres de familia de proporcionar los medios para que sus hijos cursen su educación básica, en este sentido, puede afirmarse que la educación es un derecho que para materializarse y hacerlo efectivo tienen que proporcionarse elementos materiales y económicos sobre todo en infraestructura y recursos materiales y humanos por parte del Estado, pero también es justo reconocer que los padres de familia se encargan de los gastos operativos para que sus hijos concurran a clases como son los útiles escolares, transporte, gastos por trabajos y el dinero diario para que el alumno de una comida dentro del turno en que asiste a la escuela por mencionar sólo algunos. 

Por lo anterior, consideramos que debe ser una preocupación de todo Estado, y de esta Soberanía como parte integrante del mismo, de velar porque ningún alumno con el anhelo de superarse académicamente, que este en edad de cursar su educación básica y media superior en nuestra Entidad abandone los estudios por carecer de los recursos económicos mínimos para asistir a la escuela. 

Pues si bien el Estado cumple con su obligación de impartir la educación e incluso fomentarla mediante el otorgamiento de apoyos económicos conocidos como becas, lo cierto es que existe un vacío que impide en un buen número de casos hacer efectivo el derecho a la educación, y que consiste en que si son los padres de familia, o tutores los responsables de la manutención del estudiante, quienes se encargan de apoyar a los menores a su cargo al cubrir los gastos operativos que se generan por la asistencia del alumno a clases, el problema se presenta cuando la persona que sostiene a ese alumno llega a fallecer o queda por cualquier circunstancia impedida para trabajar, acontecimientos estos que dificultan enormemente que el estudiante cuyo padre, o tutor falleció o quedó incapacitado para trabajar pueda continuar sus estudios, creando muchas veces en los mismo, frustraciones. 

Necesidad que consideramos debe ser cubierta por el Estado en su papel y función de rector y sujeto obligado a fomentar la efectividad de dicho derecho en beneficio de toda la población Coahuilense que cursa los niveles de educación básica y media superior, y que por alguna causa la persona encargada de sustentar sus estudios falleció o quedó incapacitada para trabajar. 

Pues el derecho a la educación se encuentra inmerso dentro del grupo de los derechos económicos, sociales y culturales que son derechos de goce colectivo, que implican una acción positiva del Estado. 

En ese sentido, toda medida del Estado que tienda a garantizar el acceso a la educación de la población residente en nuestro Estado, como es esta medida legislativa donde se requiere de la intervención activa y decidida de los integrantes de esta Soberanía en la promoción de este derecho social, sin lugar a dudas que le abona al beneficio de la sociedad coahuilense en su conjunto, pues de aprobarse la presente iniciativa de Ley se estará coadyuvando a que el costo operativo que genera la obligación de asistir a clases y que generalmente es cubierto por los padres de familia o tutores, cuando estos llegan a fallecer o adquirir alguna incapacidad que les impida trabajar, entonces dicha obligación en su ausencia, deberá ser cubierta por el Estado en beneficio del educando. 

Debemos así mismo destacar que, en entidades como el Distrito Federal, San Luis Potosí, Tabasco, Sinaloa, Sonora, Tlaxcala, Tamaulipas, entre otras, se han preocupado y ocupado de este tema, se han presentado iniciativas en los diferentes Congresos Locales. 

Coahuila; es un Estado que ha ido a la vanguardia; es por esto, que los que suscribimos la presente iniciativa, que todos nos sumemos, compañeras y compañeros diputados, para velar por La Educación, ya que esun derecho humano fundamental, esencial para poder ejercitar todos los demás derechos. La educación promueve la libertad y la autonomía personal y genera importantes beneficios para el desarrollo; La educación es un instrumento poderoso que permite a los niños y adultos que se encuentran social y económicamente marginadossalir de la pobreza por su propio esfuerzo y participar plenamente en la vida de la comunidad. La Educación; es el camino.

Buscar la igualdad de oportunidades y el bienestar, son principios básicos de sociedades que aspiran a tener una gran desarrollo, que en el presente caso sería en el ámbito educativo a nivel medio superior, pues tiene especial responsabilidad para contribuir a que el país esté a la altura de los retos del desarrollo económico, en la sociedad globalizada del presente y del futuro, no dejando de lado la educación básica encargada de aportar elementos para fomentar la productividad y el desarrollo económico. 

TERCERO.- Una vez analizada la presente iniciativa, por la que se propone expedir la Ley del Seguro Educativo de Coahuila, consideramos que en estos momentos no es procedente emitir una Ley para la finalidad que se propone, que es en general el proteger la continuidad de la educación y establecer la importancia del desarrollo educativo, en cuanto menos los niveles de primaria y secundaria, y velar que ningún alumno con anhelos de superarse académicamente abandone los estudios por carecer de los recursos económicos mínimos para asistir a la escuela, señalándose que los padres de familia o tutores son responsables de la manutención de los estudiantes, y quienes se encargan de cubrir los gastos que se generan por la asistencia del alumno a clases, planteando el problema en general en aquellos casos en que por cualquier circunstancia los padres o tutores queden impedidos para trabajar o fallezcan, y que por ese motivo no puedan continuar sus estudios los menores.

En relación a lo anterior, y consientes de la vulnerabilidad en que pudiese encontrarse cierto grupo socioeconómico que pueda estar expuesto a riesgos, como la pérdida de sus activos, como lo son el empleo o la pérdida del jefe de familia o jefa de familia, y la ausencia de redes de protección social o falta de acceso a la seguridad social, por parte del Gobierno Federal, se han implementado programas que cubren dichas necesidades como lo es el previsto en el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, en el que la meta denominada “México Incluyente”, contempla en su objetivo 2.4 la ampliación del acceso a la Seguridad Social, protegiendo a la sociedad ante eventualidades que afecten el ejercicio pleno de sus derechos sociales, implementando el programa “Seguro de vida para Jefas de Familia”, el cual contribuye a disminuir la vulnerabilidad de estos hogares, ante el posible fallecimiento de la madre, fomentando la protección social de hijos e hijas en estado de orfandad, este programa contribuye a la consolidación de un sistema de seguridad social que garantiza no únicamente los apoyos económicos para la asistencia escolar, sino que es un sistema de seguridad social universal, por lo anterior, consideramos que en estos momentos no es oportuno expedir la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila, que se propone en esta iniciativa.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

DICTAMEN


ÚNICO.- Se considera no procedente expedir la Ley del Seguro Educativo para el Estado de Coahuila.
Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas  de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez, Dip. Jesús de León Tello (Coordinador), Dip. Ana Isabel Duran Piña, Dip0. Javier Díaz González (Coordinador),  Dip Shamir Fernández Hernández (Secretario), Dip. Martha Hortensia Garay Cadena.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 5 de octubre de 2015.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a lainiciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VI del artículo 4, y se adiciona el artículo 7 bis, a la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 13 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VI del artículo 4, y se adiciona el artículo 7 bis, a la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 100, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la fracción VI del artículo 4, y se adiciona el artículo 7 bis, a la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por la Diputada Verónica Martínez García, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El pasado 19 de noviembre de 2014, el Congreso del Estado aprobó por unanimidad la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual tiene por objeto proteger a las y los ciudadanos que enfrentan situaciones de emergencia médica, procurando la atención puntual de todo aquel individuo que tenga en peligro su integridad o su vida. 

Del contenido de la ley se advierte un esquema novedoso que tiende a proteger a quienes se encuentren en una situación de emergencia médica, obligando tanto a instituciones de carácter privado como público, a otorgar el servicio médico en estos casos.

En resumen, podemos decir que se trata de una ley con un alto contenido social, ya que protege a los sectores más vulnerables de nuestra sociedad, que en un momento determinado requieren urgentemente ser atendidos medicamente.

No obstante las grandes bondades de esta ley, consideramos que la misma puede perfeccionarse en aras de garantizar la protección más amplia de las mujeres embarazadas.

En este contexto, lo que se propone con la presente Iniciativa, es que no se les niegue la atención médica a las mujeres embarazadas, con el fin de salvaguardar su integridad física y la del concebido no nacido.

De igual forma, proponemos que todas aquellas mujeres embarazadas que se encuentren en la etapa inicial del proceso de parto, tengan garantizado su acceso a las instituciones de salud, ya sean públicas o privadas, y de esta manera evitar que los alumbramientos se verifiquen en situaciones de altoriesgo.

TERCERO.- Efectivamente como se señala en la iniciativa que nos ocupa, la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila, que fue expedida por este Congreso, a finales del año 2014, efectivamente tiene como finalidad, el proteger a quienes se encuentran en una situación de emergencia médica, obligando a las instituciones, tanto de carácter público como privado, a otorgar el servicio médico en estos casos.

Y como se señala, efectivamente, dicha Ley puede perfeccionarse con la reforma propuesta con la finalidad de garantizar la atención urgente de aquellas mujeres embarazadas que se encuentren en un estado de urgencia obstétrica calificada, por lo que consideramos conveniente que se aclare que dicha atención no puede ser condicionada al pago total o parcial de los servicios médicos requeridos a la institución que corresponda.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se reforma la fracción VI del Artículo 4, y se adiciona el Artículo 7 Bis, a la Ley de Urgencias Médicas para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 4.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 

I. aV. …
VI. Institución: Se refiere a todos aquellos lugares públicos o privados, en los que se brindan servicios de atención médica, los cuales pueden ser llamados hospitales, unidades médicas, centro de salud, nosocomio, etc. 

VII. a IX. …
Artículo 7 Bis.- Tratándose de mujeres embarazadas, las instituciones que presten servicios de salud estarán obligadas a brindar la atención médica de urgencia, en todos aquellos casos en los que se encuentre en riesgo la vida de la mujer o la del feto. Asimismo, estarán obligadas a permitir el acceso a mujeres embarazadas que se encuentren en un estado de urgencia obstétrica calificada, sin condicionarlo al pago parcial o total del servicio requerido. 

T R A N S I T O R I O S.

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Salud, Medio Ambiente, Recursos Naturales y Agua y de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María FraustroSiller, Dip. Jesús de León Tello  Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez Dip. Javier de Jesús Rodríguez Mendoza (Coordinador),  Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga (Secretaria), Dip. Irma Leticia Castaño Orozco, Dip. Lariza Montiel Luís,Dip. Ana Isabel Durán Piña.  En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 5 de octubre de 2015.
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